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Revisión Judicial 
procedente de la 
Oficina de Gerencia  
de Permisos del 
Departamento de 
Desarrollo Económico 
y Comercio 
 
Permiso Número: 
2021-380589-PU-

111059 

 

Sobre: 
Impugnación de 
Permiso de Uso  

Panel especial integrado por su presidente, el juez Rivera Colón, la 
jueza Cortés González y el juez Rodríguez Flores 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021. 

 Comparece ante este tribunal intermedio, Dorado Shopping 

Center Development Corp. (DSC o la recurrente), por medio de un 

recurso judicial. Solicita que revisemos la actuación de la Oficina de 

Gerencia de Permisos (OGPe o agencia recurrida) al otorgar el 

permiso único 2021-380589-PU-111059. En particular, nos invita a 

que anulemos, suspendamos, paralicemos o de otro dejemos sin 

efecto el antedicho permiso único. En conjunto con su recurso, 

interpuso una Moción en Auxilio de Jurisdicción, la cual, luego de 

revisar los argumentos expuestos, declaramos Sin Lugar mediante 

nuestra Resolución de 17 de noviembre de 2021. 

 La OGPe, por su parte, a través de su escrito en Oposición a 

Revisión Administrativa nos insta a desestimar el recurso 

interpuesto. Igual pedido nos hace, Baristas del Caribe, LLC (BDC) 

en su Alegato de la Parte Recurrida, Baristas del Caribe, LLC. 
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Un detenido examen de los escritos de las partes y de los 

documentos que acompañan, nos conduce a desestimar por 

prematuro el Recurso interpuesto, toda vez que en el proceso 

administrativo seguido ante la agencia recurrida no se ha emitido 

una decisión final. Veamos. 

I. 

 Según revela el recurso presentado por DSC, el 30 de 

noviembre de 2020 la OGPe emitió una certificación, mediante la 

cual autorizó el permiso de construcción 2020-315012-PCOC-

007481. Sostiene la recurrente, que ese permiso fue expedido en 

favor de BSC, luego de ésta haber obtenido de la OGPe la 

Certificación de Cumplimiento Ambiental por Exclusión Categórica, 

número 2020-315012-DEC-085653. El objetivo del permiso es la 

construcción de una estructura comercial para un establecimiento 

de Starbucks en Dorado. 

 La recurrente se opuso a la otorgación del permiso 2020-

315012-PCOC-007481, por razón de que presuntamente la 

información provista por BDC para obtenerlo era incorrecta o falsa. 

Así, presentó una acción de injunction y sentencia declaratoria ante 

el Tribunal de Primera Instancia bajo el caso civil número 

BY2021CV00024. Mediante Sentencia emitida y notificada el 12 de 

abril de 2021, el foro primario revocó el permiso de construcción 

2020-315012-PCOC-007481. Concluyó que la información provista 

para obtener la Certificación de Cumplimiento Ambiental por 

Exclusión Categórica era incorrecta, por lo que fue anulada y el 

permiso de construcción concedido por la OGPe para la 

construcción del Starbucks, fue revocado.  A su vez, la obra de 

construcción quedó paralizada.  

 En el recurso ante nos, la recurrente afirma que, en respuesta 

al dictamen del foro primario, BDC procedió a solicitar una 
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Recomendación Ambiental ante la OGPe, la cual le fue 

eventualmente concedida, el 24 de mayo de 2021. Expresa además 

que, para el 27 de mayo de 2021, BDC obtuvo una Determinación de 

Evaluación Ambiental, expedida similarmente por la OGPe. Afirma 

que, simultáneamente, BDC decidió recurrir del dictamen del caso 

civil número BY2021CV00024 e interpuso un Recurso de Apelación 

ante este foro intermedio, el cual semanas más tarde desistió. Tras 

acoger el desistimiento el 17 de junio de 2021, se dictó sentencia; 

luego de lo cual, el Mandato fue remitido el 18 de junio de 2021.1 

Ese mismo día, 18 de junio de 2021, BDC inició ante la OGPe los 

trámites para obtener un segundo permiso de construcción, 

utilizando la referida Recomendación Ambiental y Declaración de 

Evaluación Ambiental que antes mencionamos.  

 Más adelante, el 2 de septiembre de 2021 la OGPe notificó y 

archivó la otorgación del permiso de construcción 2021-380589-

PCOC-016206. Inconforme, DSC solicitó una Revisión 

Administrativa ante la OGPe el 22 de septiembre de 2021. Esa 

solicitud, fue acogida por la División de Revisiones Administrativas 

de la OGPe el 6 de octubre de 2021.  

 Expone la recurrente, que la OGPe había señalado una vista 

virtual para el 8 de noviembre de 2021, la cual fue iniciada y 

posteriormente recalendarizada para el 22 de noviembre de 2021. 

Sostiene que ese mismo día – 8 de noviembre de 2021 – advino en 

conocimiento de que la OGPe había aprobado un permiso único 

2021-380590-PU-111059 para el mismo proyecto que ha producido 

la controversia entre estas partes. La recurrente acudió mediante 

Urgente Moción en Auxilio de Jurisdicción ante la División de 

Revisiones Administrativas de la OGPe, firmada el 10 de noviembre 

de 2021, donde argumentó que la otorgación del permiso único 

 
1 Según nos informa la recurrida BDC en su comparecencia, el recurso en 

cuestión es el identificado con el alfanumérico KLAN202100331, presentado el 12 

de mayo de 2021, del cual tomamos conocimiento judicial.  
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resultaba improcedente, pues éste requería de la otorgación previa 

de un permiso de construcción. Puntualizó que el permiso de 

construcción 2021-380589-PCOC-016206, utilizado por la OGPe 

para aprobar el permiso único, aun no era final, puesto que estaba 

bajo revisión. 

El 16 de noviembre de 2021, la OGPe notificó una Orden, en 

virtud de la cual rechazó paralizar el permiso único expedido. 

Insatisfecha con ello, DSC procede a acudir ante nos mediante el 

recurso de título, imputándole a la OGPe la comisión del siguiente 

error:  

Erró la OGPe al aprobar el permiso 2021-38058-PU-111059 
que permite el uso de una construcción hecha con un primer 
permiso de construcción que fue anulado por el TPI por 
haber sido obtenido mediante el sometimiento de 
información incorrecta o falsa y con un segundo permiso de 
construcción que ha sido impugnado y se encuentra en 
revisión administrativa bajo la propia OGPe por lo que no es 
un permiso final y válido y derecho.  
 

 La OGPe, ha comparecido solicitando la desestimación del 

recurso y argumenta que a los permisos otorgados les asiste una 

presunción de regularidad, la cual la recurrente no ha rebatido. 

Destaca, que mediante este recurso DSC reproduce los mismos 

argumentos que aún se encuentran ante la consideración de la 

OGPe en el proceso de revisión administrativa, por lo que ha 

acudido antes nos sin agotar los remedios administrativos. 

 BSC, de otra parte, plantea que la recurrente ha expuesto 

ante este foro un tracto procesal que es irrelevante. Destaca que el 

proceso que actualmente se ventila ante la OGPe es uno distinto e 

independiente del permiso que fue anulado inicialmente por el foro 

primario. Sostiene que el recurso de título es frívolo y temerario, por 

lo cual solicita la imposición de honorarios de abogados a la 

recurrente.   

 Adjudicamos el recurso, bajo el siguiente marco jurídico 

aplicable. 
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II. 

-A- 

La jurisdicción es el poder o autoridad que tiene un tribunal 

para considerar y decidir casos o controversias. Gearheart v. 

Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). Los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción y no tenemos discreción para 

asumir jurisdicción donde no la hay. SLG Szendrey Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007). Esto nos impone a los tribunales 

un deber de auscultar nuestra jurisdicción con preferencia a 

cualquier otro asunto. Íd. Cuando un tribunal emite una 

adjudicación sin tener jurisdicción su actuación es nula y por tanto 

inexistente.  Íd. 

 Según ha establecido nuestro Tribunal Supremo, la falta de 

jurisdicción trae consigo las siguientes consecuencias:  

no es susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 
voluntariamente conferírsela a un tribunal como tampoco 
puede éste arrogársela; (3) conlleva la nulidad de los 
dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el ineludible 
deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a los 
tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del 
foro de donde procede el recurso, y (6) puede presentarse en 
cualquier etapa del procedimiento, a instancia de las partes o 
por el tribunal motu proprio. González Sotomayor v. 
Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  
 

Tan pronto un tribunal determine que no tiene jurisdicción sobre la 

materia está obligado a desestimar el caso.  Íd. 

 En Puerto Rico tenemos un sistema de jurisdicción unificada, 

compuesto por un solo distrito judicial, sobre el cual el Tribunal 

General de Justicia ejerce su jurisdicción. Cosme v. Hogar Crea, 159 

DPR 1, 7 (2003). Aunque la jurisdicción sea unificada, se distribuye 

entre los distintos tribunales de acuerdo con los principios de la 

competencia. Íd. La competencia del Tribunal de Apelaciones se 

encuentra en las disposiciones de la Ley de la Judicatura de Puerto 

Rico de 2003, Ley 201 de 22 de agosto de 2003 (4 LPRA secs. 24 et. 

seq.). Según dispone el Artículo 4.002 de la Ley 201-2003, el 
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Tribunal de Apelaciones ¨revisará, como cuestión de derecho, las 

sentencias finales del Tribunal de Primera Instancia, así como las 

decisiones finales de los organismos y agencias administrativas 

y de forma discrecional cualquier otra resolución u orden dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia¨. 4 LPRA sec. 24u.  (Énfasis 

nuestro).  

De otra parte, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, le confiere autoridad al 

Tribunal para desestimar un recurso por cualquiera de las 

siguientes circunstancias: 

Regla 83 – Desistimiento y desestimación 
 
(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 

desestimación de un recurso por los motivos siguientes: 
 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; 

(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que 
exista justa causa para ello; 

(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe; 

(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no 
se ha presentado una controversia sustancial o 
que ha sido interpuesto para demorar los 
procedimientos; 

(5) que el recurso se ha convertido en académico. 
 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 
desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 
discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) precedente.  (Énfasis 
nuestro). 

 

-B- 

 El principio rector en nuestra jurisdicción es que solamente 

aquellas decisiones finales de las agencias o funcionarios 

administrativos son susceptibles de ser revisadas por este Tribunal 

de Apelaciones mediante el recurso de revisión judicial. Véase 

Sección 4.11, Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9671; Art. 

4.002, Ley de la Judicatura de Puerto Rico de 2003, Ley Núm. 201-

2003, supra.  
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Cónsono con lo anterior, la Sección 4.2 de la Ley Núm. 38-

2017, 3 LPRA sec. 9672 dispone que “[u]na parte adversamente 

afectada por una orden o resolución final de una agencia y que 

haya agotado todos los remedios provistos por la agencia o por 

el organismo administrativo apelativo correspondiente podrá 

presentar una solicitud de revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones…”. (Énfasis nuestro). Así que, “[u]na orden o resolución 

interlocutoria de una agencia, incluyendo aquellas que se emitan en 

procesos que se desarrollen por etapas, no serán revisables 

directamente. La disposición interlocutoria de la agencia podrá ser 

objeto de un señalamiento de error en el recurso de revisión de la 

orden o resolución final de la agencia”. Íd.  

El requerimiento de que el Tribunal de Apelaciones solo revise 

las órdenes o resoluciones finales de las agencias constituye un 

requisito diferente, pero análogo, a la doctrina de agotamiento de 

remedios. Oficina para Reglamentación de la Industria Lechera v. El 

Farmer, Inc., 204 DPR 229, 239 (2020). Ambas disposiciones 

permiten que los tribunales, discrecionalmente, puedan abstenerse 

de revisar las actuaciones administrativas hasta en tanto la agencia 

logre alcanzar lo que sea su posición final. Íd.  

Conviene recabar, que la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos propugna que quien quiera obtener un remedio de 

una agencia, previo a recurrir a los foros judiciales, deberá utilizar 

“todas las vías administrativas disponibles”. AAA v. UIA, 199 DPR 

638, 656 (2018). De esta manera, se determina la etapa en la cual el 

litigante puede recurrir a los tribunales, evitando así la intervención 

judicial innecesaria y a destiempo. Íd.  

Es preciso señalar que, nuestro ordenamiento administrativo 

reconoce excepciones a la doctrina de agotamiento de remedios 
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administrativos. En particular, la Sección 4.3 de la Ley Núm. 38-

2017 promulga que: 

El tribunal podrá relevar a un peticionario de tener que 
agotar alguno o todos los remedios administrativos provistos 
en el caso de que dicho remedio sea inadecuado, o cuando el 
requerir su agotamiento resultare en un daño irreparable al 
promovente y en el balance de intereses no se justifica agotar 
dichos remedios, o cuando se alegue la violación sustancial 
de derechos constitucionales, o cuando sea inútil agotar los 
remedios administrativos por la dilación excesiva en los 
procedimientos, o cuando sea un caso claro de falta de 
jurisdicción de la agencia, o cuando sea un asunto 
estrictamente de derecho y es innecesaria la pericia 
administrativa. 
 

En suma, para que el Tribunal de Apelaciones pueda atender 

un recurso de revisión judicial, deben cumplirse dos (2) requisitos, a 

saber: (1) que la parte adversamente afectada por la orden o 

resolución haya agotado los remedios provistos por la agencia y (2) 

la orden o resolución sea final y no interlocutoria. Íd. pág. 657. A la 

hora de determinar lo que constituye una decisión final, la doctrina 

reiterada en nuestra jurisdicción es que esta es aquella decisión que 

exponga en forma separada: (1) determinaciones de hecho, (2) 

conclusiones de derecho, (3) la disponibilidad del recurso de 

reconsideración o revisión y (4) que esté firmada por el jefe de la 

agencia o cualquier otro funcionario autorizado en ley. Íd. pág. 658.  

III. 

 En el recurso de epígrafe, la recurrente DSC cuestiona la 

implementación del permiso único de uso 2021-380590-PU-111059. 

Solicita que lo suspendamos, paralicemos o de otra forma 

detengamos que se haga efectivo. Arguye que éste ha sido aprobado 

en virtud del permiso de construcción 2021-380589-PCOC-016206, 

no validado, el cual se encuentra sujeto a un proceso de 

impugnación. Afirma que hubo ciertas fallas y deficiencias en la 

información provista en el proceso de aprobación. BDC y la OGPe, 

como recurridas, plantean la desestimación del recurso. 
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 Sabido es que, tanto la resolución final del organismo 

administrativo como la decisión del Tribunal de Primera Instancia 

constituyen el componente esencial de todo recurso, pues dichos 

dictámenes se consideran la llave maestra para abrir las puertas de 

este foro apelativo. Los tribunales adquirimos nuestra jurisdicción 

por virtud de ley, por lo que no la podemos atribuir ni las partes no 

las pueden otorgar. Ríos Martínez, Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 

289, 296 (2016); Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 191 DPR 700 

(2014). Por tal razón, estamos llamados a ser fieles guardianes de 

nuestra jurisdicción. Ríos Martínez, Com. Alt. PNP v. CLE, supra; 

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239 (2012).  Así que, 

como cuestión primerísima comenzamos el análisis sobre el recurso, 

auscultando si poseemos jurisdicción o no para entender en lo 

planteado por la recurrente.  

A lo largo de su escrito, DSC recalca que el proceso de 

impugnación del permiso de construcción 2021-380589-PCOC-

01620, se encuentra sujeto a un proceso de revisión ante la OGPe y 

que allí se ha impugnado su validez. Esta reconoce que los trámites 

ante la agencia recurrida no han finalizado, y expone que la validez 

del permiso que debate en el recurso de título es contingente a la 

validez de otro permiso, cuya validez final no ha sido decidida.  

Respecto a ello, la OGPe, en su escrito en Oposición a Revisión 

Administrativa, indica que: 

En este caso, la Parte Recurrente se encuentra replicando los 
reclamos presentados en el recurso de revisión 
administrativa respecto al segundo permiso de construcción 
en esta revisión judicial del permiso único (de uso). Esto 
debe considerarse como la falta de agotamiento de remedios 
administrativos por la parte recurrente respecto al 
cuestionamiento del permiso de construcción. Así pues, el 
presente recurso no debe duplicar el procedimiento de 
revisión de permisos.2  
 

Observamos que los argumentos dirigidos a intentar detener 

la efectividad del permiso único 2021-380590-PU-111059, mientras 

 
2 Oposición a Revisión Administrativa, pág. 5. 
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concluye el proceso de impugnación del permiso de construcción 

2021-380589-PCOC-016206, fueron expuestos por la recurrente 

ante la OGPe, y este organismo los rechazó mediante su Orden del 

16 de noviembre de 2021.3  No obstante, surge con meridiana 

claridad que el proceso ante la agencia recurrida no ha concluido. 

La concesión del permiso único 2021-380590-PU-111059 no 

representa, en esta etapa, la posición institucional de la OGPe sobre 

el proyecto propuesto; puesto que no hay duda de que la 

permanencia del permiso único 2021-380590-PU-111059 está 

vinculada al resultado del trámite de impugnación del permiso de 

construcción 2021-380589-PCOC-016206.  

 Ante ello, es forzoso concluir que no estamos ante un 

dictamen final revisable, así que no podemos más que declararnos 

sin jurisdicción y desestimar el recurso por haberse presentado de 

manera prematura. La normativa jurisprudencial contempla 

limitadas instancias en las cuales se podría recurrir ante los 

tribunales en una etapa interlocutoria del proceso administrativo. 

Sin embargo, tales excepciones no se encuentran presentes en este 

caso.   

IV. 

 Por los fundamentos antes consignados, al amparo de la 

Regla 83 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, se 

desestima el recurso de revisión judicial interpuesto, por carecer de 

jurisdicción para intervenir sobre lo planteado en estos momentos.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
3 Apéndice de la Oposición de Baristas del Caribe, LLC, Orden del 16 de noviembre 
de 2021, págs. 877-881. 


